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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 10 de septiembre de 2018. 

Comparece Puerto Rico Telephone Company, Inc. h/n/c Claro 

y solicita la revocación de la Sentencia sumaria parcial emitida el 16 

de enero de 2018, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan, notificada el 23 de enero del corriente año. Mediante la 

referida Sentencia sumaria parcial, el foro primario desestimó 

sumariamente las acciones de discrimen por impedimento y 

hostigamiento laboral presentadas por la señora Kimberly D. Alago 

de Jesús y otros contra la Puerto Rico Telephone Company, Inc. 

h/n/c Claro y mantuvo vigente las acciones de discrimen por edad 

y represalias presentadas por la señora Alago de Jesús. La 

contención de la parte apelante es que el foro primario debió 

desestimar la demanda en su totalidad.1 

                                                 
1 En cumplimiento al Mandato del Tribunal Supremo de Puerto Rico del 22 de 
junio de 2018 en el caso CC-2018-368, acogemos el recurso como una apelación. 

Sin embargo, el mismo conservará la identificación alfanumérica que le asignó en 

su origen la Secretaría del Tribunal de Apelaciones. 
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Acogemos el recurso presentado como una Apelación, y 

examinado en sus méritos, resolvemos confirmar la Sentencia 

sumaria parcial. Veamos. 

I 

La señora Kimberly D. Alago de Jesús (Alago de Jesús) 

comenzó a trabajar en la Puerto Rico Telephone Company, Inc. 

h/n/c Claro (PRTC, o Claro, o la parte apelante) el 16 de julio de 

1984. Posteriormente la apelada comenzó a ocupar el puesto de 

Asistente de Gerente en la PRTC.  Entre sus funciones estaba poner 

en vigor las políticas y procedimientos de la PRTC y cumplir con los 

objetivos de ventas mensuales.  

El 1 de julio de 2016, la señora Alago de Jesús, su esposo 

Ángel Rosa y la Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta 

por ambos, instaron una demanda contra la parte apelante, PRTC. 

La demanda incluyó alegaciones de discrimen por edad y por 

impedimento, hostigamiento laboral, represalias y daños y 

perjuicios.  En esencia, la señora Alago de Jesús alegó que solicitó 

en varias ocasiones posiciones de gerente que estaban disponibles; 

que PRTC no le permitió participar del proceso de entrevistas y que 

asignó a dichas posiciones a empleados más jóvenes y con menos 

antigüedad y experiencia que ella.  Alegó, además, que la PRTC no 

le pagaba las comisiones; que si las pagaba a los empleados más 

jóvenes; que la razón para ello era el discrimen por edad; que se 

quejó, en varias ocasiones, con el director de Recursos Humanos y 

que se tomaron represalias en su contra. 

Luego de contestada la demanda y completados los trámites 

de descubrimiento de prueba, la PRTC presentó una Solicitud de 

sentencia sumaria, en la que propuso los hechos que entendía 

incontrovertidos y adujo que las alegaciones y la prueba de la parte 

demandante resultaban insuficientes para establecer alguna causa 

de acción a favor de la señora Alago de Jesús o alguna reclamación 
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contingente a favor de su esposo Ángel Rosa o la Sociedad Legal de 

Gananciales. Al amparo de ello, la PRTC solicitó que se dictara 

sentencia sumaria a su favor y se desestimara la demanda.  

La señora Alago de Jesús presentó una Oposición a moción de 

sentencia sumaria. En esta, admitió algunos de los hechos 

propuestos por la PRTC y controvirtió otros. La apelada afirmó en 

su oposición y acompañó prueba documental que lo acredita, que el 

30 de enero de 2014, se quejó internamente por discrimen con 

respecto al pago de sus comisiones; que el 19 de noviembre de 2014, 

se quejó sobre una acción disciplinaria (amonestación) tomada en 

su contra el 29 de octubre de 2014 y que además, el 26 de marzo de 

2015, presentó un cargo por discrimen ante la Unidad 

Antidiscrimen (UAD) y la EEOC.2  Además, señaló que solicitó en 

varias ocasiones un ascenso a una posición de gerente y que nunca 

la consideraron.3  

A la Oposición a moción de sentencia sumaria la señora Alago 

de Jesús anejó, entre otros documentos, una declaración jurada en 

la que afirmó que solicitó plazas de gerente y no se le permitió 

participar de las entrevistas; que PRTC no paga las comisiones a las 

que tenía derecho y sí se las paga a empleados más jóvenes y con 

menos antigüedad y que la parte apelada ha tomado acciones 

disciplinarias  en su contra como represalia.4   Asimismo, la apelada 

anejó a su Oposición a moción de sentencia sumaria copia de un 

correo electrónico cursado por ella relacionado al asunto de que no 

se le pagaban comisiones, mientras que a otros gerentes sí.5  Así, 

tras detallar las acciones presuntamente discriminatorias por edad 

que tomó PRTC en su contra, la apelada argumentó que sobre 

dichas acciones existían controversias de hechos que debían ser 

                                                 
2 Véase, Exhibit 4, a la pág. 691 del Apéndice de la apelación 
3 Véase, Exhibit 2, a la pág. 689 del Apéndice de la apelación  
4 Véase, págs. 692-694 del Apéndice de la apelación 
5 Véase, pág. 692-694 del Apéndice de la apelación. Véase, además, Exhibit 3 de 

la Oposición a sentencia sumaria, a la pág. 690 del Apéndice de la apelación. 
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dirimidas en un juicio plenario, por tratarse de elementos de 

intención y credibilidad de las partes. Por último, aseveró que la 

prueba estableció los elementos de cada una de las causas de 

acción.  

El 16 de enero de 2018, el foro primario emitió Sentencia 

sumaria parcial en la que formuló una lista de 86 hechos 

incontrovertidos y desestimó las acciones de discrimen por 

impedimento y por hostigamiento laboral.  A tales efectos, concluyó 

el foro primario que, conforme la prueba presentada, la señora Alago 

de Jesús no estaba comprendida dentro de la definición de persona 

con impedimento al amparo de la legislación local y federal. En 

cuanto a la reclamación por hostigamiento laboral, coligió que esta 

incumplió con el requisito de la causa de acción de alegar o 

establecer cuáles fueron las actuaciones del patrono que lesionaron 

su derecho a la intimidad como empleada y, con ello, su legítimo 

interés de salvaguardar el empleo.   

Sin embargo, en la Sentencia sumaria parcial el tribunal 

concluyó además, que existía controversia sobre ciertos hechos 

esenciales que impedían desestimar sumariamente las 

reclamaciones de discrimen por edad y represalias presentadas por 

la señora Alago de Jesús contra PRTC.  En esencia, el foro primario 

determinó que existía controversia de hecho sobre si a la señora 

Alago de Jesús se le privó o no del pago de comisiones y de la 

oportunidad de ocupar una plaza de gerente; sobre las razones para 

no entrevistarla para dicho puesto y sobre si la apelada fue objeto 

de represalias por las quejas que presentó. Concluyó el foro primario 

que es necesario atender si medió ánimo represivo o discriminatorio 

en la adjudicación de las comisiones; cuales fueron las razones para 

no entrevistar a la señora Alago de Jesús para los puestos de gerente 

y si se han tomado represalias por las quejas presentadas por la 

apelada. Conforme a dichas determinaciones, el tribunal mantuvo 
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vigente las reclamaciones de discrimen por edad y represalias y 

denegó la solicitud de desestimación sumaria de PRTC sobre estas 

causas de acción. 

Inconforme, la PRTC presentó el recurso de epígrafe y señala 

la comisión de los siguientes errores por parte del foro primario: 

Primer error: el Tribunal de Primera Instancia erró al 
no declarar ha lugar la totalidad de la solicitud de 

sentencia sumaria presentada por la PRTC toda vez 
que no existen controversias reales o sustanciales en 
cuanto a ninguno de los hechos materiales. 

 
Segundo error: el Tribunal de Primera Instancia erró al 

mantener la causa de acción de discrimen por edad. 
 
Tercer error: el Tribunal de Primera Instancia erró al 

mantener la causa de acción de represalias. 
 
 

  Por su parte, la señora Alago de Jesús compareció ante nos 

mediante la correspondiente Oposición. Cabe señalar que esta Curia 

había acogido el recurso como una apelación mediante Resolución 

emitida el 12 de febrero de 2018 y previa a la presentación de la 

referida Oposición de la parte apelada. En ajustada síntesis, aduce 

la existencia de controversia de hechos que impidieron la 

desestimación sumaria de sus reclamaciones de discrimen por edad 

y represalias.  En esencia, reiteró que dichas controversias sobre 

hechos esenciales consisten en que no se le pagaron comisiones 

siendo su sucursal una de las mejores, mientras que PRTC si las 

pagó a otros asistentes de gerente que ocupaban una posición 

similar y eran más jóvenes.  Arguyó, además, que solicitó en tres 

ocasiones la plaza de gerente y que nunca fue entrevistada; que el 

motivo fue su edad y que además, se tomaron represalias por la 

queja presentada por discrimen por edad.  

 Examinados los escritos de las partes y los documentos que 

acompañan, así como el derecho aplicable, procedemos a resolver. 

 

II 
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A. La sentencia sumaria  

La Regla 36.1 de Procedimiento Civil autoriza a los tribunales 

a dictar sentencia de forma sumaria si mediante declaraciones 

juradas u otro tipo de prueba se demuestra la inexistencia de una 

controversia sustancial de hechos esenciales y pertinentes. 32 LPRA 

Ap. V, R. 36.1. De proceder este mecanismo discrecional se 

aligeraría la tramitación de un caso, pues el tribunal solo tendría 

que aplicar el derecho. Oriental Bank v. Perapi et al., 192 DPR 7, 25 

(2014); Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 213-214 (2010).    

La Regla 36.3 de Procedimiento Civil, autoriza al tribunal a 

dictar sentencia sumaria si las alegaciones, deposiciones, 

contestaciones a interrogatorios y admisiones, en unión a 

declaraciones juradas, si las hubiere, demostraren que no hay 

controversia real sustancial en cuanto a ningún hecho material, y 

como cuestión de derecho debe dictarse sentencia sumaria a favor 

de la parte promovente. 32 LPRA Ap. V, R. 36.3   Los hechos 

materiales son los que pueden afectar el resultado de una 

reclamación, según el derecho sustantivo aplicable. Id. La 

controversia sobre el hecho material debe ser real. Al respecto, el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado que:  

Una controversia no es siempre real o sustancial, o 
genuina. La controversia debe ser de una calidad 
suficiente como para que sea necesario que un juez la 
dirima a través de un juicio plenario. La fórmula, debe 
ser, por lo tanto, que la moción de sentencia sumaria 
adecuadamente presentada sólo puede negarse si la parte 
que se opone a ella presenta una oposición basada en 
hechos que puedan mover a un juez a resolver a su favor. 
Si el juez se convence de que no existe una posibilidad de 
que escuchar lo que lee no podrá a conducirlo a una 
decisión a favor de esa parte, debe dictar sentencia 
sumaria. Id.   
 

(Énfasis nuestro). 

  

Solo procede dictar sentencia sumaria cuando surge de 

manera clara que, ante los hechos materiales no controvertidos, el 

promovido no puede prevalecer ante el derecho aplicable y el 

tribunal cuenta con la verdad de todos los hechos necesarios para 
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poder resolver la controversia. Meléndez González et al. v. M. 

Cuebas, 193 DPR 100, 109-110 (2015), citando a Const. José Carro 

v. Mun. Dorado, 186 DPR 113, 129 (2012).    

La parte que promueve la moción de sentencia sumaria debe 

establecer su derecho con claridad y demostrar que no existe 

controversia sustancial o real en cuanto a algún hecho material, es 

decir, en cuanto a ningún componente de la causa de acción. Mun. 

de Añasco v. ASES et al., 188 DPR 307, 326 (2013). Concretamente, 

la moción de sentencia sumaria se puede derrotar de tres maneras 

diferentes: (1) si se establece una controversia real de hechos sobre 

uno de los elementos de la causa de acción de la parte demandante; 

(2) si presenta prueba que apoye una defensa afirmativa, o (3) si 

presenta prueba que establezca una controversia sobre la 

credibilidad de los testimonios jurados que presentó la parte 

demandante. Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 217.    

En lo que respecta a la sentencia sumaria bajo la modalidad 

de insuficiencia de prueba, el promovente debe establecer que el 

demandante no cuenta con evidencia suficiente para probar su caso 

y, por consiguiente, la vista del juicio sería innecesaria. Para 

disponer de una solicitud de sentencia sumaria por ausencia de 

prueba es indispensable que se le haya brindado al promovido 

amplia oportunidad para realizar un descubrimiento de prueba 

adecuado. Además, el promovente debe demostrar que “(1) la vista 

es innecesaria; (2) el demandante no cuenta con evidencia suficiente 

para probar algún hecho esencial; y (3) como cuestión de derecho 

procede la desestimación de la reclamación.” Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, págs. 217-219.  Esta norma descansa en la 

premisa de que le corresponde a la parte demandante probar su 

caso, ya que si no cuenta con prueba suficiente luego de finalizado 

el descubrimiento, no hay razón para ir a juicio. Id;   Medina v. M. 

S. & D. Química P.R. Inc., 135 DPR 716, 731-735 (1994).   
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Sobre la facultad revisora de este Tribunal de Apelaciones en 

casos de sentencia sumaria, debemos utilizar los mismos criterios 

que el Tribunal de Primera Instancia. Meléndez González et al. v. M. 

Cuebas, supra, págs. 114, 118; Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 334 

(2004). El Tribunal Supremo ha aclarado que este Tribunal está 

limitado de la siguiente manera: (1) solo puede considerar los 

documentos que se presentaron ante el Foro de Instancia—las 

partes no pueden añadir en apelación documentos que no fueron 

presentados oportunamente ante el tribunal, ni pueden esgrimir 

teorías nuevas o asuntos que no estuvieron ante la consideración de 

ese foro; (2) únicamente puede determinar la existencia de una 

controversia genuina de hechos materiales y esenciales, y si el 

derecho se aplicó correctamente.  En cambio, no puede adjudicar 

hechos materiales y esenciales en disputa, puesto que esa tarea le 

corresponde al tribunal.  Id., págs. 334-335.  

Nada impide disponer de reclamaciones laborales mediante el 

mecanismo de sentencia sumaria cuando se configuran las 

exigencias consignadas en nuestro ordenamiento procesal civil. SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 448 (2013).   

Ahora bien, el mecanismo sumario estará disponible para 

pleitos que involucren elementos subjetivos, como los casos de 

discrimen en el empleo, siempre que la documentación del 

expediente establezca que no existe controversia sobre hechos 

materiales.  Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 219.   

B. El discrimen por edad, Ley Núm. 100 de 30 de junio de 

1959, según enmendada. 

Nuestra Constitución veda el discrimen por motivo de raza, 

color, sexo, nacimiento, origen o condición social, ideas políticas o 

religiosas. Art. II, Sec. 1, Const. PR, LPRA, Tomo 1. En el ámbito 

laboral, la Ley Núm. 100 de 30 de junio de 1959, según enmendada 

(Ley Núm. 100), 29 LPRA sec. 146 et seq., regula lo concerniente al 
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discrimen por razón de edad en el empleo, de tal forma que se 

ofrezca una protección eficaz a los trabajadores. Meléndez Rivera v. 

CFSE, 195 DPR 300, 306 (2016), citando a Suárez Ruiz v. Figueroa 

Colón, 145 DPR 142, 148 (1998).  

La prohibición de discrimen por edad en el empleo, según la 

Ley Núm. 100, supra, se define como “cualquier edad desde la edad 

mínima en que legalmente se permita trabajar a los menores, de 

acuerdo con la ocupación o industria de que se trate, sin límite 

alguno”. 29 LPRA sec. 151. El discrimen que establece esta Ley 

propone penalizar al patrono que por razón de edad rehúse 

contratar a una persona cualificada para realizar las labores de 

determinado puesto o le prive de sus derechos y beneficios. Mestres 

Dosal v. Dosal Escandón, 173 DPR 62, 72-73 (2008). El objetivo de 

esta legislación es proteger a la clase trabajadora contra el discrimen 

en el empleo, particularmente en el reclutamiento, por lo que 

siempre se interpretará de la manera más favorable al empleado o 

empleada que ha sido víctima de actos discriminatorios e 

injustificados. Díaz v. Wyndham Hotel, Corp., 155 DPR 364, 380-382 

(2001).  

Una reclamación de esta índole crea una especie de 

presunción rebatible (prima facie) de que los actos alegados por el 

empleado fueron discriminatorios, salvo que el patrono demuestre 

la existencia de justa causa para tal determinación. 29 LPRA sec. 

148; Ramos Pérez v. Univisión, supra; SLG Hernández Beltrán v. 

TOLIC, 151 DPR 754, 773-776 (2000). Para activar la presunción de 

discrimen, el empleado demandante tiene que probar tres (3) 

elementos: 1) que hubo un despido o acción perjudicial; 2) que este 

se realizó sin justa causa; y 3) presentar evidencia indicativa de la 

modalidad de discrimen que se vincula a su despido. En ese 

momento es que se activa la presunción. Id. Cumplida esta etapa 

inicial, la carga probatoria se traslada al promovido de la acción, 
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quien deberá presentar prueba suficiente a los efectos de rebatir la 

referida presunción.  Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 222.  

C. La causa de acción por represalias  

La Ley Núm. 115-1991 fue aprobada con la intención de 

proteger a los empleados contra las represalias que puedan tomar 

los patronos en contra de éstos, por ofrecer algún tipo de testimonio, 

expresión o información, ya sea verbal o escrita, ante un foro 

legislativo, administrativo o judicial en Puerto Rico. 29 LPRA sec. 

194a. Véase, además, Santiago Nieves v. Braulio Agosto Motors, 197 

DPR  369 (2017); Cordero Jiménez v. UPR, 188 DPR 129 (2013). El 

Artículo 2 de la Ley Núm. 115 dispone lo siguiente en cuanto a la 

prohibición de un patrono de tomar represalias contra un empleado 

bajo ciertas circunstancias. Dispone en lo pertinente del Art. 2 de la 

Ley Núm. 115, supra;  

(a) Ningún patrono podrá despedir, amenazar, o 
discriminar contra un empleado con relación a los 
términos, condiciones, compensación, ubicación, 
beneficios o privilegios del empleo porque el empleado 
ofrezca o intente ofrecer, verbalmente o por escrito, 
cualquier testimonio, expresión o información ante un foro 
legislativo, administrativo o judicial en Puerto Rico, 
cuando dichas expresiones no sean de carácter 
difamatorio ni constituyan divulgación de información 
privilegiada establecida por ley.   

  

Existen dos requisitos para que se configure una acción bajo 

la Ley Núm. 115: (1) que el empleado haya llevado a cabo una acción 

de las que están protegidas por la ley y (2) que el patrono, como 

respuesta a esa acción del empleado, haya despedido o amenazado 

al mismo o le haya afectado los términos, condiciones, 

compensación, ubicación, beneficios o privilegios de su empleo 

de forma discriminatoria. Al efectuar un balance de intereses, el 

legislador facilitó el onus probandi de esta causa de acción y creó 

una presunción una vez el empleado presenta su caso prima facie. 

S.L.G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., 177 DPR 345, 362 (2009); Ocasio 

v. Kelly Servs., 163 DPR 653, 684 (2005); Marín v. Fastening 

Systems, Inc., 142 DPR 499, 511 (1997).   
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Una vez establecido el caso prima facie, el patrono deberá alegar y 

fundamentar una razón legítima y no discriminatoria para el 

despido o cambio de condiciones del empleado. De alegar y 

fundamentar el patrono dicha razón, el empleado deberá demostrar 

que la razón alegada por el patrono era un mero pretexto para el 

despido o cambio de condiciones.  Artículo 2(c) de la Ley Núm. 115, 

supra; S.L.G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., supra; Hernández. v. 

Espinosa, 145 DPR 248, 274 (1998); Ocasio v. Kelly Servs., supra.   

III 

PRTC sostiene que la señora Alago de Jesús no logró presentar 

un caso prima facie de discrimen por edad.  

En el caso que nos ocupa, PRTC interesa la revocación de 

aquellos extremos de la Sentencia parcial apelada en los que el foro 

primario le denegó su solicitud desestimación sumaria de las 

acciones de discrimen por edad y represalias presentadas por la 

apelada. Aunque el TPI desestimó sumariamente las demás 

reclamaciones laborales presentadas por la señora Alago de Jesús, 

concluyó que sobre las acciones de discrimen por edad y represalias 

procede celebrar un juicio en sus méritos. La contención de PRTC 

es que las acciones de discrimen por edad y represalias debieron 

desestimarse sumariamente conjuntamente con las demás 

reclamaciones laborales desestimadas por el tribunal sentenciador.  

Advertimos que la señora Alago de Jesús alegó en los párrafos 

13 y 14 de la Demanda que las acciones discriminatorias por motivo 

de edad y en represalia tomadas en su contra por la PRTC, 

consistieron en que, en varias ocasiones, solicitó que se le pagaran 

comisiones por sus ventas al igual que a los otros asistentes de 

gerente más jóvenes que ella, los cuales ocupaban plazas similares, 

y que PRTC nunca tomó ninguna acción correctiva a esos efectos.  

Asimismo, alegó la apelada que solicitó varias plazas de gerente 

disponibles; que nunca la consideraron para las mismas porque 
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discriminaron y que PRTC reclutó para dichas plazas otros 

empleados más jóvenes.  

Igualmente, la señora Alago de Jesús declaró en su deposición 

que solicitó las plazas de gerente; que se las denegaron y que era la 

única gerente que no recibía comisiones.6  La señora Alago de Jesús 

destacó, además, en su Oposición a solicitud de sentencia sumaria 

que estas acciones estuvieron motivadas por discrimen por edad y 

las sanciones disciplinarias tomadas en su contra por la PRTC a raíz 

de sus quejas constituyeron represalias.  

Coincidimos con el foro primario en que de las alegaciones de 

la Demanda presentada por la señora Alago de Jesús, la deposición,  

su oposición a la sentencia sumaria y demás documentos, surgen 

las siguientes controversias sobre hechos materiales, pertinentes a 

sus reclamaciones de discrimen por edad y represalias: 

1. Si proceden o no los pagos por comisiones. 

 
2. Quién o quiénes gozan de las comisiones.  

 
3. Si la señora Alago de Jesús es acreedora de alguna 

comisión. De proceder los pagos porque razón no se 
efectuaron. 
 

4. Si la señora Alago de Jesús solicitó o no un puesto de 
gerente y en qué momento. 
 

5. Porque a la señora Alago de Jesús no se le entrevistó 
para el puesto de gerente. 
 

6. Si habían o no puestos de gerente disponibles. 
 

7. Si la apelada cualificaba para ser entrevistada y 
considerada para la posición de gerente. 
 

8. Quiénes fueron entrevistados para los puestos de 
gerente y a quienes escogieron para la posición. 
 

9. Si se tomaron represalias contra la señora Alago de 
Jesús por las quejas presentadas por ésta. 

 

Sin entrar en los méritos de las acciones presentadas por la 

apelada, razonamos que la adjudicación de las reclamaciones de 

discrimen por edad y represalias en este caso no son susceptibles 

                                                 
6 Véase págs.-165-166 y 221 de la Deposición tomada a la señora Alago de Jesús, 

a la págs. 576-577 y 632 del Apéndice de la apelación. 
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de adjudicación sumaria en esta etapa de los procedimientos. La 

señora Alago de Jesús no se cruzó de brazos. De las alegaciones de 

la Demanda, de la Oposición a solicitud de sentencia sumaria, sus 

anejos y de la deposición tomada a la apelada surge la existencia de 

controversia sobre hechos materiales referentes a las reclamaciones 

de discrimen por edad y represalias, para lo cual es necesario 

auscultar la intención de las partes y adjudicar credibilidad.    

En cuanto al señalamiento de PRTC de que debió 

desestimarse sumariamente la acción de represalia porque la señora 

Alago de Jesús no acudió a ningún foro a dar información, es preciso 

destacar que basta la alegada acción perjudicial o adversa al 

empleado. La alegada acción adversa son las suspensiones de 

empleo por quince (15) días y luego por treinta (30) días, cuya 

intención o motivo corresponde a la apelada probar en una vista en 

sus méritos. En lo referente a la acción por represalias es preciso 

también adjudicar en sus méritos como el reclamo de la apelada de 

discrimen por edad afectó los términos, condiciones, compensación, 

ubicación, beneficios y privilegios de su empleo. 

En esta etapa de los procedimientos, las controversias de 

hechos sobre la acción de discrimen por edad y represalias son de 

una calidad suficiente que podría dirimirse en un juicio plenario, y 

no mediante el mecanismo procesal de sentencia sumaria. Además, 

están presentes elementos subjetivos de intención, propósitos 

mentales y credibilidad esenciales para la adjudicación del reclamo 

de discrimen y represalias de la apelada, que no son susceptibles de 

adjudicación sumaria.  

Con estos antecedentes, concluimos que no incidió el foro 

primario al resolver en la Sentencia parcial apelada que es 

improcedente la desestimación sumaria de las acciones de 

discrimen por edad en el contexto de falta de pago de comisiones y 

por no entrevistar a la apelada para el puesto de gerente y 
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represalias. En cuanto a estas reclamaciones existe controversia 

sobre hechos materiales esenciales.   

IV 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, los cuales 

hacemos formar parte de esta Sentencia, se confirma la Sentencia 

sumaria parcial apelada que mantuvo vigente las acciones de 

discrimen por edad y represalias presentadas por la apelada. Se 

ordena al tribunal sentenciador a la celebración de un juicio 

plenario sobre dichas reclamaciones. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


